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VII. EL ARGUMENTO VII. EL ARGUMENTO VII. EL ARGUMENTO VII. EL ARGUMENTO VII. EL ARGUMENTO A COHAERENTIAA COHAERENTIAA COHAERENTIAA COHAERENTIAA COHAERENTIA

Es aquél por el que dos disposiciones no pueden expresar dos nor-
mas incompatibles entre ellas. Por ello, sirve tanto para rechazar los
significados de un enunciado que lo hagan incompatible con otras nor-
mas del sistema, como para atribuir directamente un significado a un
enunciado, ya que el argumento justifica no sólo la atribución de signi-
ficados no incompatibles y el rechazo de significados que impliquen
incompatibilidad, sino la atribución de aquel significado que haga al
enunciado lo más coherente posible con el resto del ordenamiento.

Su principal manifestación es el principio de interpretación con-
forme a la Constitución, tanto a sus reglas, como a sus principios, se
fundamenta en el principio de conservación de las normas y en la co-
herencia del sistema jurídico y el principal problema que plantea su
uso reside en la determinación del significado de los enunciados cons-
titucionales y en la identificación de los principios, que requerirán de
una argumentación propia.

Esta es igualmente la opinión del Tribunal Electoral, para quien
la “interpretación conforme” sería una modalidad de la interpreta-
ción sistemática:

“La interpretación sistemática del artículo 62, apartado 1, inciso a),
fracción II, en relación con el artículo 63, apartado 1, inciso c), frac-
ción III, ambos de la Ley General del Sistema de Medios de Impugna-
ción en Materia Electoral, así como en su modalidad de interpretación
conforme al artículo 60 constitucional y la interpretación funcional de
las disposiciones rectoras del recurso de reconsideración, conducen al
conocimiento de que el presupuesto para la procedencia de este recur-
so, consistente en que la sentencia de la Sala Regional del Tribunal
Electoral del Poder Judicial de la Federación, haya otorgado indebida-
mente la constancia de mayoría y validez o asignado la primera minoría a
una fórmula de candidatos distinta de la que originalmente se le otorgó o
asignó, comprende los siguientes casos: A) Cuando un partido político
promueve juicio de inconformidad, con la pretensión de que se revo-
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que la constancia de mayoría y validez o la asignación de la primera
minoría a un candidato o a una fórmula de candidatos determinada,
para que se le conceda a otro candidato o fórmula; en la sentencia de
inconformidad se acoge dicha pretensión, y otro partido político, lo
más probable el postulante del candidato que había obtenido la constan-
cia mencionada, interpone el recurso de reconsideración. B) Cuando
se dé la misma situación del inciso anterior en la inconformidad, pero
que la Sala Regional dicte sentencia desestimatoria, y el promovente de
la inconformidad interponga el recurso de reconsideración, para insis-
tir en su pretensión. C) Que se promueva juicio de inconformidad con
la pretensión de que se revoque la constancia de mayoría y validez
otorgada a un candidato individualmente, invocando como causa petendi,
verbigracia, la inelegibilidad del ciudadano beneficiado con ella, o el
error del consejo al haberle expedido a persona distinta al triunfador, a
un candidato suplente como propietario, a un propietario como suplen-
te, etc.; se acoja la pretensión, y otro partido recurra con la pretensión
de que se confirme la constancia originalmente otorgada. D) Que en el
mismo supuesto del inciso anterior, sea absolutorio el fallo, y el actor de
la inconformidad haga valer la reconsideración para insistir en su pre-
tensión. Ciertamente, la literalidad de la disposición que se interpreta,
sólo resolvería con claridad una de las hipótesis que se indican en el
inciso A) precedente, porque se refiere a la situación en que la senten-
cia de la Sala Regional es la que otorga la constancia de mayoría y
validez o asigna la primera minoría a una fórmula de candidatos distin-
ta de la que la recibió originalmente de la autoridad electoral, pero no
se referiría a las demás hipótesis. Sin embargo, con apego al postulado
del legislador racional, conducente a que todas las disposiciones legales
y las partes de un ordenamiento surtan algún efecto jurídico útil para las
finalidades perseguidas, en el enunciado jurídico que se interpreta, en
relación con el contenido del artículo 63, apartado 1, inciso c), fracción
III, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Mate-
ria Electoral, además de la hipótesis reflejada por la literalidad se en-
cuentran las otras indicadas. Esto es así en virtud de que, si lo dispuesto
en el artículo 62, apartado 1, inciso a), fracción II, de la Ley General
del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, ofrece la
posibilidad de una interpretación gramatical restringida y de una inter-
pretación sistemática dentro del mismo ordenamiento, comprensiva
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de más supuestos, y ésta encuentra mayor conformidad que la primera,
con la base constitucional comentada, resulta inconcuso que esta Sala
Superior debe optar por la segunda.”

[S3EL 039/2004]

En opinión también del Tribunal, la “interpretación conforme” con
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consiste en lo
siguiente:

“cuando un enunciado jurídico admita dos posibles significados, de los
cuales uno resulte acorde o conforme a una normativa superior, y el
otro resulte contrario u opuesto, debe prevalecer el primero como in-
terpretación válida, ante la presunción de que en un sistema jurídico
que reconoce como base fundamental a una Constitución y que consa-
gra el principio de supremacía constitucional, todas las leyes deben
entenderse en el sentido que estén conformes con la normatividad de
mayor jerarquía.”

[S3EL 010/2002]

Sin embargo, la coherencia relevante para la interpretación no es
únicamente con la Constitución federal, sino que el Tribunal Electoral
la ha apreciado también en relación con normas formuladas en otros
textos:

a) La Constitución federal:
“El artículo 26, fracción II, de la Ley Electoral del Estado de Nayarit
establece que, para tener acceso a la asignación de regidores por el
principio de representación proporcional, los partidos políticos deben
registrar lista de candidatos y que éstos representen, cuando menos, el
sesenta por ciento del número de regidurías a asignarse por el principio
de mayoría relativa. De acuerdo a la literalidad del citado artículo 26,
fracción II, un partido político no tiene derecho a concurrir a la asigna-
ción de regidores por el principio de representación proporcional, si
no registra el número de candidatos exigido por ese precepto; sin em-
bargo, ello podría traducirse en la inobservancia de preceptos funda-
mentales, como el artículo 115, fracción VIII, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 107, párrafo 3, de la
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit, según
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los cuales, en un ayuntamiento debe haber también regidores por el
principio de representación proporcional, numerales que, una vez que
se han surtido las hipótesis previstas en ellos, deben ser aplicados, sin
que haya razón legal para dejar de hacerlo. Por tanto, el precepto exa-
minado debe ser entendido en el sentido de que, basta con que el parti-
do político registre el número suficiente de candidatos para cubrir el
número de regidurías por asignar por el principio de representación
proporcional, para que se tenga por satisfecho el requisito a que se
refiere la propia disposición. Ello es así, porque hay que enfrentarse a
la disyuntiva consistente en entender el artículo 26, fracción II, de la
Ley Electoral del Estado de Nayarit, bien, como un precepto aislado y
discordante del sistema al que pertenece, o bien, como una disposición
establecida con un determinado propósito, el cual consiste en contri-
buir a la integración completa de un ayuntamiento, en acatamiento a
los referidos preceptos constitucionales. En consecuencia, de acuerdo a
la interpretación sistemática de los preceptos que se han venido invo-
cando y, específicamente, al seguirse los lineamientos de lo que la doc-
trina constitucional denomina interpretación conforme debe partirse de
la base de que el legislador local expide leyes tendientes a observar
ordenamientos de mayor jerarquía, como son, la Constitución de la
entidad federativa correspondiente y la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos. Por tal motivo, la fracción II del artículo 26
de la Ley Electoral del Estado de Nayarit no prevé un requisito esencial
para la asignación de regidores por el principio de representación pro-
porcional, sino que consigna únicamente un instrumento para la inte-
gración completa del organismo municipal, por lo que debe concluirse
que con lo dispuesto en esa disposición se pretendió el acatamiento de
los artículos 115, fracción VIII, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y del 107, párrafo 3, de la Constitución Política
del Estado Libre y Soberano de Nayarit.”

[S3EL 163/2002]

b) Una Constitución local:
“La interpretación conforme del artículo 269 del Código de Institucio-
nes y Procedimientos Electorales del Estado de Quintana Roo, en rela-
ción con el artículo 52 de la Constitución local, lleva a concluir que la
asignación de diputados por el principio de representación proporcio-
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nal es impugnable mediante el recurso de inconformidad. Así se conside-
ra, toda vez que el artículo 52 de la Constitución local, señala en su
último párrafo que las asignaciones de diputados podrán ser impugnadas
ante el Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado, en tanto que el
artículo 269, que establece la procedencia de los medios de impugnación
electorales, no prevé como supuesto de alguno de ellos dicha asignación,
por lo que este conflicto de normas debe resolverse de conformidad con
la Constitución. En efecto, por imperativo constitucional local, el acto
relativo a la asignación de diputados por el principio de representación
proporcional debe ser objeto de algún medio de impugnación, ya que de
la norma constitucional no se advierte que se excluya a ninguna determi-
nación como las indicadas, o que se limiten los hechos y violaciones en
que se puedan fundar las impugnaciones respectivas; por tanto, debe
estimarse que si la Constitución no distingue, no sería admisible la dis-
tinción que hiciera la ley secundaria o cualquier autoridad; en conse-
cuencia, la asignación puede ser impugnada a través del recurso que
corresponde por cualquier infracción a la ley que se le atribuya y por
cualquier hecho en que se apoye. Ahora, de los dos recursos previstos
por el legislador local (revisión e inconformidad), es evidente que el re-
curso de revisión queda excluido, porque el objeto de impugnación que
dicho legislador le asignó, se limita a actos o resoluciones emitidas por
los consejos distritales, en tanto que la asignación de diputados de repre-
sentación proporcional es realizada por el Consejo General del Consejo
Estatal Electoral; además, este recurso se estableció para ventilar
impugnaciones contra actos suscitados en la jornada electoral y en las
etapas posteriores del proceso, y entre ellas los relacionados con el cóm-
puto, declaraciones de validez y otorgamiento de constancias conducen-
tes, relativas a la asignación de diputados por el principio de representación
proporcional, a los cuales corresponde el momento en que se aplica la
fórmula legal respectiva.”

[S3EL 083/2002]

c) Un principio constitucional:
“De la interpretación de los artículos 24 y 130 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos y 27, párrafo 1, inciso a), 38,
párrafo 1, incisos a) y q), del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales, en concordancia con el principio de se-
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paración de las iglesias y el Estado, se desprende que los partidos polí-
ticos, como entidades de interés público, no son sujetos activos de las
libertades religiosa o de culto.”

[S3ELJ 22/2004]

A pesar de que, como ya he indicado, el argumento a cohaerentia
encuentra su mayor virtualidad como instrumento de principio de con-
servación de las normas, la Sala Superior del Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la Federación ha hecho un uso audaz y profundamen-
te democrático del mismo, como un medio de garantizar la supremacía
de la Constitución en todos los ámbitos.

a) El argumento a cohaerentia como instrumento del principio
de conservación de las normas:
“Esta expresión partido mayoritario, admite varias interpretaciones para
su aplicación en este contexto, a saber: a) El partido político o coali-
ción que obtenga mayor número de curules de mayoría relativa, b) El
que haya obtenido el mayor número de votos, y c) El que haya obteni-
do, por lo menos, la mayoría absoluta de la integración total de la legis-
latura, sólo con sus triunfos de mayoría relativa. Para resolver cuál de
esas interpretaciones debe prevalecer, resulta adecuado el método de la
interpretación conforme, el cual favorece a la última posibilidad men-
cionada, en vista de que la primera interpretación llevaría a un resulta-
do contrario a los principios de la proporción, pues el partido
considerado como mayoritario se vería considerablemente
subrepresentado en relación con alguno de los minoritarios, es decir, se
propiciaría excesiva sobrerrepresentación de estos, y a la misma situa-
ción sustancial conduciría la segunda; por lo tanto, ninguna de estas
dos interpretaciones se orientan hacia la proporcionalidad prevista cons-
titucionalmente, por lo que no se deben adoptar como contenido y
significado de la expresión partido mayoritario; en cambio, la tercera
forma de interpretación resulta más acorde con los principios de pro-
porcionalidad en la representación, pues en cualquier hipótesis produ-
ce resultados en mayor consonancia con la votación obtenida por cada
uno de los contendientes y su representación en el órgano legislativo.”

[S3EL 016/2005]
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b) El argumento a cohaerentia como instrumento para interpretar los
Estatutos de los partidos conforme a la Constitución:
“Las normas estatutarias de un partido político son susceptibles de una
interpretación sistemática, en particular, de una interpretación confor-
me con la Constitución, toda vez que si bien son normas infralegislativas
lo cierto es que son normas jurídicas generales, abstractas e impersona-
les cuya validez depende, en último término, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.”

[S3EL 009/2005]

“Cuando la interpretación conforme de un precepto estatutario de un parti-
do político resulte la única forma de considerarlo válido, constitucional y
legalmente, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
Federación está facultada para ordenar la inclusión de un texto conciso
de esa interpretación en las publicaciones del ordenamiento partidista
realizadas por acuerdo o por cuenta de cualquiera de los órganos del
partido político, por ser el medio más idóneo para restituir en el goce de
los derechos susceptibles de ser violados con otra interpretación en per-
juicio de la militancia del partido y ser acorde con la tendencia de los
tribunales constitucionales contemporáneos.”

[S3EL 030/2005]
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